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El Gobierno canario y siete orga-
nizaciones empresariales recla-
man al Ejecutivo central y a la Co-
misión Europea una prórroga de 
dos años y medio para la ejecución 
y justificación de las ayudas de los 
fondos europeos NextGeneration 
destinados a la construcción y 
despliegue de instalaciones de 
energías renovables para la gene-
ración de electricidad. El plazo fi-
naliza el 30 de junio de 2026 y la 
petición es que se amplíe hasta el 
31 de diciembre de 2028. 

En un escrito conjunto, el Ejecu-
tivo y las empresas del ramo admi-
ten que el grado de ejecución y jus-
tificación de los fondos es muy ba-
jo por los numerosos problemas 
que se están encontrando tanto las 
administraciones públicas como 
los operadores para ejecutar y jus-
tificar la financiación debido a la le-
janía e insularidad, la limitación de 
la mano de obra cualificada y las 
complicaciones derivadas de las 
autorizaciones administrativas y 
los informes de impacto ambiental. 
A modo de ejemplo, ya se han reci-
bido 163 renuncias de varios pro-
gramas de subvenciones por un 
presupuesto cercano a los 20 mi-
llones de euros y que suponen más 
de 18,4 megavatios (MW). Por otro 
lado, más de la mitad de los 500 ex-
pedientes activos han solicitado la 
prórroga por más de 88 millones de 
euros, que equivalen a 73 MW. 

La Consejería de Transición 
Ecológica, que dirige Mariano Her-
nández Zapata, argumenta que la 
estrategia «está suponiendo un so-
breesfuerzo de gestión de fondos 
que no están sufriendo otras co-
munidades autónomas». El presu-
puesto gestionado por Canarias en 
las cuatro convocatorias que se tra-
mitan a nivel estatal es de unos 145 
millones de euros, mientras que de 
la estrategia de energía sostenible, 
las Islas reciben 301,7 millones de 
euros más, lo que supone un 200% 
más de fondos, por lo que «no es 
comprensible que el horizonte 
temporal de finalización sea el 
mismo para todos». 

El Ejecutivo y las organizaciones 
empresariales advierten que Cana-
rias se puede ver abocada a perder 

el tren de la transición energética y 
la descarbonización del Archipiéla-
go si no se amplían los plazos. «El 
alcance de los fondos NextGenera-
tion y la singularidad de Canarias 
hacen imprescindible disponer de 
más tiempo para garantizar que 
ningún proyecto estratégico quede 
fuera», resalta el consejero Her-
nández Zapata. Asimismo, destaca 
que el Ejecutivo ha activado un plan 
de choque específico para acelerar 
la tramitación y ejecución de los 
proyectos, pero que «podría resul-
tar insuficiente sin una ampliación 
razonable». 

Las organizaciones que se unen 
a esta petición de prórroga son la 
Federación Provincial de Empresas 
del Metal y Nuevas Tecnologías de 
Santa Cruz de Tenerife (Femete), la 
Federación Provincial de la Peque-
ña y Mediana Empresa del Metal y 

Nuevas Tecnologías de Las Palmas 
(Femepa), la Asociación Industrial 
de Canarias (Asinca), la Asociación 
Canaria de Energías Renovables 
(ACER), la Asociación Eólica de Ca-
narias (Aeolican), las Empresas Ca-
narias Productoras de Energía So-
lar (Sorecan) y la Unión Española 

Fotovoltaica (Unef). Las empresas 
consideran que la ampliación de los 
plazos hasta 2028 «es una necesi-
dad objetiva para Canarias» porque 
se trata de «proyectos estratégicos 
de gran complejidad técnica y ad-

ministrativa que requieren tiempos 
realistas para garantizar su correc-
ta ejecución». De este modo, «for-
zar los calendarios actuales puede 
poner en riesgo tanto la calidad de 
las inversiones como la viabilidad 
de muchas iniciativas impulsadas 
por empresas canarias», señalan. 

Entre los programas con más 
dificultades se encuentran el fo-
mento de la autosuficiencia ener-
gética en las administraciones pú-
blicas, el desarrollo de comunida-
des energéticas, la descarboniza-
ción del sector industrial o el fo-
mento de la generación fotovoltai-
ca. En este último, de un total de 
277 expedientes por 95,4 millones 
para 48 MW, ha solicitado prórro-
ga el 77%, por lo que podrían per-
derse hasta 84 millones de euros y 
42 MW de potencia si no se amplía 
al menos un año la vigencia. n

Canarias reclama a Bruselas dos años 
más para gastar los fondos de energía
El Gobierno y siete patronales sectoriales avisan al Estado y a la Comisión 
Europea que ampliar el plazo es imprescindible para ejecutar los proyectos
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Las Palmas de Gran Canaria

Ya se han recibido 163 
renuncias a planes  
de autoconsumo 
energético y 
descarbonización
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Instalación de paneles solares en un aparcamiento de una zona residencial de Las Palmas de Gran Canaria.

Ya hay fecha para que el Tribu-
nal Supremo  (TS)  juzgue al se-
nador de CC y expresidente del 
Cabildo de Lanzarote Pedro San 
Ginés por presuntos delitos de 
falso testimonio y acusación y 
denuncia falsa. Será el 12 de 
marzo cuando el político nacio-
nalista deba enfrentarse en el 
banquillo para dirimir unos su-
cesos que se remontan al año 
2009, hace 17 años. 

El procedimiento se inició por 
la denuncia de la familia del em-
presario Antonio González –ya 
fallecido–, de la empresa Clima-
frical, que estuvo investigado por 
presuntas irregularidades en la 
contratación del Ente Público de 
Empresa Local (Centro de Artes, 
Cultura y Turismo) en un caso 
que luego terminó archivado. 

San Ginés compareció en 
2009 ante la Guardia Civil, pocas 
semanas después de acceder a la 
presidencia del Cabildo de Lan-
zarote, para denunciar esas pre-
suntas irregularidades que afec-
taban al entonces consejero del 
PSOE Carlos Espino, el denun-
ciante del caso Unión, la mayor 
trama de corrupción juzgada 
hasta la fecha en Lanzarote. El 
Juzgado de Instrucción número 
2 de Arrecife decretó en sep-
tiembre de 2022 la apertura de 
juicio oral y la Fiscalía llegó a pe-
dir una condena de año y medio 
de prisión para San Ginés por 
considerar que faltó a la verdad 
en una causa criminal. 

Cuando el Juzgado de lo Penal 
número 3 de Arrecife iba a cele-
brar el juicio, tuvo que elevarlo al 
Supremo por la condición de 
aforado que adquirió San Ginés 
en julio de 2023, al ser nombra-
do como senador autonómico 
por el Parlamento de Canarias. 

Aunque el instructor Vicente 
Magro decidió archivar el caso en 
2024, un año después la Sala de 
lo Penal anuló esta decisión al 
estimar los recursos de la Fisca-
lía y la acusación; y un mes des-
pués el magistrado ordenó su 
procesamiento. El Ministerio 
Fiscal pide un año y seis meses 
de prisión además de multa de 
4.050 euros, mientras que la 
acusación particular lo eleva a 
tres a tres años de cárcel y 5.400 
euros de multa. n

El senador  
San Ginés  
será juzgado en 
marzo por falso 
testimonio
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